
		
			[image: ] 

			Fernando Muñoz León

			Hegemonía

			y Nueva Constitución

			Dominación, subalternidad y proceso constituyente

			Ediciones [image: ] UACh

			Colección Austral Universitaria de Ciencias Sociales, Artes y Humanidades

			Esta primera edición en 500 ejemplares de

			Hegemonía y nueva constitución

			Dominación, subalternidad y proceso constituyente

			de Fernando Muñoz León

			se terminó de imprimir en febrero de 2016

			en los talleres de Andros Impresores.

			 (2) 25 556 282, www.androsimpresores.cl

			para Ediciones Universidad Austral de Chile.

			 (56-63) 2 444338

			www.edicionesuach.cl

			Valdivia, Chile.

			Cuidado de la edición,

			César Altermatt Venegas.

			Maquetación,

			Silvia Valdés Fuentes.

			Cortesía fotografía original de portada:

			Movimiento Asamblea Constituyente.

			Todos los derechos reservados.

			Se autoriza su reproducción parcial para fines periodísticos,

			debiendo mencionarse la fuente editorial.

			© Universidad Austral de Chile, 2015.

			© Fernando Muñoz León.

			RPI 260196 

			ISBN 978-956-9412-36-3

			Contenido

			Prefacio

			I. La hegemonía y lo constitucional

			Constitución normativa, constitución política y 

			constitución social

			El constitucionalista como intelectual

			II. La Constitución política de las élites

			El agonicidio como vía chilena al neoliberalismo

			La constitucionalización del trauma elitario

			Conflicto social

			Redistribución

			Miedo a la neutralidad institucional

			La Transición como transigencia

			III. La demanda constituyente subalterna

			El movimiento social como construcción de poder popular

			Proceso constituyente, asamblea constituyente y 

			horizonte instituyente

			La constitución social de los grupos subalternos: institucionalizar condiciones de ciudadanía

			Lengua y cultura de los pueblos originarios

			Participación política de la mujer

			IV. Conclusión: hacia la construcción de una nueva hegemonía

			Bibliografía

			La nueva Constitución no era, en el fondo, más que una reedición republicanizada de la Carta Constitucional, de 1830… La antigua organización administrativa, municipal, judicial, militar, etc., se mantuvo intacta, y allí donde la Constitución la modificó, estas modificaciones afectaban al índice y no al contenido; al nombre, no a la cosa.

			El inevitable Estado Mayor de las libertades de 1848, la libertad personal, de prensa, de palabra, de asociación, de reunión, de enseñanza, de culto, etc., recibió un uniforme constitucional, que hacía a estas invulnerables. En efecto, cada una de estas libertades era proclamada como el derecho absoluto del ciudadano francés, pero con un comentario adicional de que estas libertades son ilimitadas en cuanto no son limitadas por los «derechos iguales de otros y por la seguridad pública», o bien por «leyes» llamadas a armonizar estas libertades individuales entre sí y con la seguridad pública… Por tanto, la Constitución se remite constantemente a futuras leyes orgánicas, que han de precisar y poner en práctica aquellas reservas y regular el disfrute de estas libertades ilimitadas, de modo que no choquen entre sí, ni con la seguridad pública. Y esta leyes orgánicas fueron promulgadas más tarde por los amigos del orden, y todas esas libertades reguladas de modo que la burguesía no chocase en su disfrute con los derechos iguales de las otras clases. Allí donde veda completamente «a los otros» estas libertades, o consiente su disfrute bajo condiciones que son otras tantas celadas policíacas, lo hace siempre, pura y exclusivamente, en interés de la «seguridad pública», es decir, de la seguridad de la burguesía, tal y como lo ordena la Constitución. En lo sucesivo, ambas partes invocan, por tanto, con pleno derecho, la Constitución: los amigos del orden al anular todas esas libertades, y los demócratas, al reivindicarlas todas. Cada artículo de la Constitución contiene, en efecto, su propia antítesis, su propia cámara alta y su propia cámara baja. En la frase general, la libertad; en el comentario adicional, la anulación de la libertad. Por tanto, mientras se respetase el nombre de la libertad y solo se impidiese su aplicación real y efectiva –por la vía legal, se entiende–, la existencia constitucional de la libertad permanecía íntegra, intacta, por mucho que se asesinase su existencia común y corriente.

			Karl Marx, El 18 Brumario de Luis Bonaparte (1852).

			 

			Prefacio

			El presente trabajo consiste en un ensayo de teoría constitucional crítica. Su tesis central es que la demanda por una nueva Constitución debe ser entendida no como una demanda por un nuevo texto constitucional, sino como una demanda por un nuevo arreglo social; específicamente, por nuevas condiciones de vida que eviten el abuso en sus diversas formas. Vistas así las cosas, se vuelve necesario tematizar la manera en que lo constitucional interactúa con la desigualdad social o, como diré acá, con la existencia de posiciones sociales de dominación y posiciones sociales de subalternidad, produciendo un contexto que hace probable el abuso. En otros términos, se hace necesario hablar de la relación entre hegemonía y Constitución; ya que, en la medida en que no se sienten las bases para el surgimiento de una nueva hegemonía, el 'proceso constituyente' en curso reemplazará el texto constitucional vigente, para que todo siga igual. O, como observa Marx que ocurrió con la dictación de la Constitución francesa de 1848, que instauró la Segunda República de ese país, para que la antigua organización institucional se mantenga «intacta», y los «amigos del orden» promulguen leyes que precisen y pongan en práctica los derechos constitucionales de manera tal que «su aplicación real y efectiva», su influencia en la cotidianeidad social, se vea impedida; asesinada.

			El capítulo I explicará la teoría que articula a este trabajo. El punto de partida consistirá en la afirmación de que toda sociedad compleja está compuesta de múltiples grupos sociales cuyos respectivos intereses no son armónicos o coincidentes, sino que divergen entre sí. Este hecho será entendido como expresión de la existencia de una determinada hegemonía; esto es, de un conjunto históricamente construido de relaciones de dominación y subalternidad posibilitadas por y encarnadas en diversas formas de desigualdad material, simbólica, crática y epistémica entre los grupos o clases que componen la sociedad en un momento determinado. Esta hegemonía es ejercida tanto a través de aparatos represivos como de aparatos ideológicos; es decir, tanto a través de instituciones que demarcan, bajo la sombra de la violencia estatal, qué conductas sociales son aceptables, qué se puede y qué no se puede hacer, como a través de discursos que explican y legitiman el orden social, discursos producidos por diversos tipos de intelectuales. Aquí surge la siguiente pregunta: ¿cómo es que los intereses de algunos de aquellos grupos llegan a ser reconocidos y protegidos por el ordenamiento constitucional, mientras que los intereses de otros grupos son ignorados? Sugeriré aquí que ello depende de que el grupo en cuestión libre exitosamente aquello que podríamos denominar, recurriendo a un concepto hegeliano revitalizado por la teoría crítica contemporánea, como una lucha por el reconocimiento. Esta lucha involucra que el grupo lleve a cabo, a lo menos, los siguientes pasos: adquirir conciencia de los intereses comunes que lo definen como tal; cuestionar, de manera conflictiva, las situaciones que le agravien; y desarrollar la capacidad autónoma de exigir reconocimiento y protección de parte de las instituciones que organizan la vida en común. A través de la lucha por el reconocimiento, el grupo pasa de ser un mero conjunto de individuos que comparten similares condiciones de vida y adquiere la condición de agente colectivo, capaz de incidir en la configuración de las estructuras institucionales existentes. En el lenguaje de la tradición marxista, pasa de ser una clase en sí a ser una clase para sí.

			A fin de evidenciar los distintos planos en que la hegemonía y lo constitucional interactúan, deconstruiré la noción de Constitución para identificar tres versiones de ella: la constitución normativa, la constitución política, y la constitución social. La constitución normativa consiste en la regulación dictada por un legislador extraordinario, el poder constituyente, que determina las condiciones para la producción de nuevas normas y establece los objetivos o fines que dichas normas ulteriores deben realizar; la constitución política, corresponde a aquellas normas e instituciones que determinan las condiciones del proceso político; la constitución social, finalmente, corresponde a aquellas normas e instituciones que determinan las circunstancias que facilitan o dificultan que un grupo se constituya como un agente colectivo al codificar e institucionalizar –o reconocer y proteger– los intereses que lo definen en sí. Podemos entender a la constitución normativa, la constitución política y la constitución social como conjuntos que se superponen parcialmente entre sí. Parte de aquello que pertenece a la constitución social también pertenece a la constitución política: por ejemplo, las condiciones que determinan el acceso de los distintos grupos que componen la sociedad a los medios de comunicación; o las condiciones que determinan la factibilidad de que un representante de determinado grupo social asuma posiciones de poder dentro del aparato estatal. Y si bien gran parte de la constitución política y de la constitución social están contempladas en la constitución normativa, algunos importantes elementos que integran la constitución política y la constitución social están contenidas en otros cuerpos normativos: en el caso de la constitución política, el caso más paradigmático corresponde al sistema electoral, establecido en la Ley Orgánica de Votaciones Populares y Escrutinios; en el caso de la constitución social, otro caso igualmente paradigmático corresponde a la definición legal de quién es un trabajador, con qué protecciones goza y de cuáles carece, todo lo cual se encuentra en el Código del Trabajo.

			Por último, el capítulo I problematizará la actitud que mantienen ante el conflicto entre grupos dominantes y grupos subalternos cierto tipo de trabajadores, cuya labor consiste en la producción de discursos y otras formas de comunicación: los intelectuales. Específicamente, enfocaré mi atención prioritariamente en cierto tipo de intelectual, los constitucionalistas. ¿Son neutrales ante el conflicto social? ¿Pueden serlo? Desde luego, no hay problema en conceder que los conceptos y categorías de la teoría constitucional, así como los de la teoría jurídica en general, son en sí 'neutros', tan neutros como lo son un martillo o un arma. Pero lo que no es neutral ni técnico es el uso concreto que individuos específicos hagan de aquellos conceptos (lo cual a menudo incluye el recurso a solo algunos de ellos, en paralelo al olvido de otros). Y tal como el arma, el concepto jurídico encuentra su utilización más propia en el enfrentamiento entre voluntades humanas; contexto en el cual concepto y arma sirven como medios de realización y, en ocasiones, resolución del conflicto. El acto mismo de hacerse de un arma o de un concepto jurídico, en la medida en que no sea hecho con la actitud del coleccionista o del anticuario, involucra ya una toma de posición en un conflicto concreto.

			El capítulo II ofrece una genealogía de aquella forma comprehensiva que asume la dominación en nuestra sociedad, la que caracterizo como neoliberal en función de que ella actúa sustrayendo de todo control democrático amplios ámbitos de la vida social mediante estrategias de mercantilización, privatización y desregulación, posibilitando que en dichos ámbitos se generen jerarquías y exclusiones que son directamente económicas, pero que tienen una traducción o correlato simbólico, epistémico, y, por sobre todo, crático. El capítulo comienza con una reflexión sobre aquello que caracteriza a la imposición del neoliberalismo en Chile; esto es, el hecho de que fue impuesto en un contexto de represión violenta del disenso, o como diré aquí, de agonicidio. Continuará examinando cómo quienes redactaron la Constitución de 1980 recurrieron a la experiencia de las clases propietarias durante el gobierno de la Unidad Popular para definir sus intereses comunes e institucionalizar su protección a través de una nueva constitución normativa, pero también política y social. Este estudio nos provee un caso concreto en que un grupo social, en este caso las clases dominantes, se constituye como agente colectivo a través de su lucha contra situaciones que le agravian, y demuestra su capacidad –en este caso, golpe de Estado y agonicidio mediante– de inscribir sus intereses en el orden constitucional. El capítulo concluirá con un análisis del proceso político que lleva al sector de la oposición contra la dictadura liderado por Patricio Aylwin a aceptar la validez de la Constitución, y, así, a constreñir las condiciones bajo las cuales se llevó a cabo la restauración del gobierno civil a partir de 1990: bajo la episteme y el cratos neoliberales, es decir, dentro de las reglas ideadas por Jaime Guzmán e impuestas por Augusto Pinochet. Ese es el pacto intraelitario de la Transición, y lo que determina los límites de su marco constitucional.

			El capítulo III desplaza su atención a la lucha por el reconocimiento en curso, en que diversos sectores subalternos han comenzado a constituirse como agentes colectivos mediante la formulación de demandas cuya satisfacción exige la reorganizaciónde la vida en común. Dichas demandas, en consecuencia, llaman no solamente a la redacción y promulgación de una nueva Constitución sino también al surgimiento de una nueva hegemonía. Y para que haya una nueva hegemonía, es decir, una nueva correlación de fuerzas entre las clases sociales, los grupos subalternos deben desarrollar la capacidad de actuar históricamente, de incidir en la configuración del Estado, a fin de construir instituciones que representen y defiendan –si es necesario, coercitivamente– sus intereses. Por ello, desde la perspectiva de la lucha de dichos grupos, el ejercicio del poder constituyente para la dictación de una nueva constitución normativa tan solo puede ser el primer paso en una larga marcha. En este capítulo reflexionaré sobre esta marcha, que comienza con la construcción por parte de los sectores subalternos de su propia fuerza, su potestas, continúa con la formulación de una pretensión constituyente en el marco de la movilización popular, y habrá de continuar con la institucionalización de medidas que, garantizando la ciudadanía de las clases y grupos subalternos, reconozcan y reproduzcan su constitución como agentes colectivos.

			Este trabajo ha cambiado muchas veces su estructura, sus acentos, e incluso su título, al calor de numerosas exposiciones en foros y de conversaciones con colegas y amistades; por ello, me abstendré de identificar deudas intelectuales específicas, las cuales me resultaría difícil de rastrear, pudiendo ello resultar en graves omisiones. Sí agradeceré a Ediciones Universidad Austral de Chile, en la persona de su director, Yanko González C., y de su coordinador de producción editorial, César Altermatt V., por el interés en publicar este texto. Aprovecho la ocasión para felicitar este proyecto editorial universitario, construido con valentía y entusiasmo para hablarle a todo el país desde el espacio regional. Debo también agradecer por sus valiosos comentarios y sugerencias a Jaime Bassa M., y a un segundo árbitro que permaneció en el anonimato, a quienes la editorial encomendó la labor de revisar la idoneidad de este texto. Por último, también deseo agradecer a los integrantes de Revista Red Seca (http://www.redseca.cl), espacio donde he difundido parte de los contenidos de este texto a medida que he ido trabajando en él, por hacer posible dicho espacio semanal de reflexión crítica e interdisciplinaria.

			Un libro es, en sí, un objeto incompleto. Su perfeccionamiento, la realización de la intención comunicativa de quien lo ha producido, se alcanza solo a través de procesos ulteriores; específicamente, de las lecturas, reflexiones, discusiones y nuevos actos de escritura motivados por el libro, eventos cuyo control no está en manos de su autor. El autor solo puede intentar producir, a través de su escritura y sus argumentos, ciertos tipos de reacciones; cuáles finalmente ocurrirán dependerá de las premisas, los intereses y las intenciones que guíen la lectura de sus eventuales lectores. Lo que sea finalmente leído aquí –o en cualquier otro libro, desde luego– depende no solamente de mí, sino también de quien tenga este texto en sus manos. No me queda, entonces, otra cosa sino desearle al lector que este texto que ahora le ofrezco le resulte intelectualmente estimulante.

			 

			I. La hegemonía y lo constitucional

			Diversas demandas por un nuevo arreglo social han logrado, en los últimos años, obtener visibilidad en la discusión pública nacional.1 Además de la demanda estudiantil por educación pública y de calidad, que el 2006 emergió desde la movilización secundaria y que el 2011 reemergió no solo desde dicho ámbito sino también desde el universitario, se encuentran la demanda del mundo sindical por mejores condiciones laborales y el fin a un modelo de seguridad social que enriquece a los accionistas de las Administradoras de Fondos de Pensiones, pero que no proporciona pensiones adecuadas a la gran mayoría de la población; la protesta regional y la crítica ecologista dirigidas contra un modelo de 'desarrollo' que, basado en la extracción y exportación de materias primas, carece de toda consideración por la equidad territorial y el cuidado del patrimonio medioambiental; la exigencia de parte significativa del pueblo mapuche por un nuevo trato, ahora sí, entre etnias originarias y el Estado chileno; y la demanda surgidas desde el feminismo y desde la población LGBTI (Lesbianas, Gais, Bisexuales, Trans, Intersexuales) por un cambio profundo en nuestra cultura patriarcal y heteronormativa. A la luz de estos cuestionamientos, la «crisis de legitimidad» de los partidos políticos, del Congreso Nacional y, cada vez más, del Ejecutivo, resultan ser tan solo la «punta del iceberg» de un problema mayor (pese a que, para los integrantes de la clase política, sea ese el problema que genuinamente reclama nuestra atención). Pero, dado el carácter 'social' de aquellas reivindicaciones, ¿cómo es que algunas de ellas, si es que no todas, confluyen en una demanda por una nueva Constitución? Y ¿de qué manera una nueva Constitución podría satisfacer estas reivindicaciones?

			En este texto ofreceré una respuesta a dichas interrogantes a través de una exploración conceptual, si bien históricamente situada, de lo constitucional. Dicha exploración, sin embargo, no lograría su objetivo si no estuviese acompañada de una reflexión sobre aquello que da a un arreglo social su identidad; aquello que determina sus inclusiones y exclusiones. Mal que mal, y pese a que la clase política a menudo lo olvide, es precisamente el descontento con el arreglo social existente lo que ha llevado a que la demanda por una nueva Constitución esté siendo seriamente considerada, a tres décadas y media de la entrada en vigencia de la Constitución Política de la República. A fin de articular tal reflexión emplearé la noción de hegemonía, valiéndome del uso que de dicho concepto hace Antonio Gramsci en uno de los párrafos más atingentes al respecto de sus Cuadernos de la Cárcel (1975a, 187-188), y que a continuación procedo a transcribir:

			Cada grupo social, al nacer sobre la base original de una función esencial en el mundo de la producción económica, crea al mismo tiempo, orgánicamente, una o más capas de intelectuales que le dan homogeneidad y conciencia de su propia función en el campo económico: el empresario capitalista crea consigo al economista, el científico de la economía política. Por otra parte, está el hecho de que cada empresario es también un intelectual, no solo en el campo económico en sentido estricto, sino también en otros campos, al menos en aquellos más cercanos a la producción económica (debe ser un organizador de masas de hombres, debe ser un organizador de la «confianza» de los ahorradores en su empresa, de los compradores en sus mercancías, etcétera); si no todos los empresarios, al menos una élite de ellos debe poseer una capacidad técnica (de orden intelectual) de organizador de la sociedad en general, en todo su complejo organismo de servicios hasta el Estado, para tener las condiciones más favorables a la expansión de su propio grupo, o por lo menos la capacidad de elegir a los «dependientes» especializados en esta actividad organizativa de las relaciones generales externas a la empresa…

			Una vez hechas estas distinciones se puede concluir por ahora: la relación entre los intelectuales y la producción no es inmediata, como sucede en el caso de los grupos sociales fundamentales, sino que es mediata y es mediada por dos tipos de organización social: a) por la sociedad civil, o sea el conjunto de organizaciones privadas de la sociedad, b) por el Estado. Los intelectuales tienen una función en la «hegemonía» que el grupo dominante ejerce en toda la sociedad y en el «dominio» sobre ella que se encarna en el Estado, y esta función es precisamente «organizativa» o conectiva: los intelectuales tienen la función de organizar la hegemonía social de un grupo y su dominio estatal, esto es, el consenso dado por el prestigio de la función en el mundo productivo y el aparato de coerción para aquellos grupos que no «consientan» ni activa ni pasivamente, o para aquellos momentos de crisis de mando y de dirección en los que el consenso espontáneo sufre una crisis. De este análisis se desprende una extensión muy grande del concepto de intelectuales, pero solo así me parece posible alcanzar una aproximación concreta a la realidad.

			He omitido aquí algunas partes que serán posteriormente relevantes; específicamente, dejaré para más adelante el análisis de la propuesta teórica de Gramsci sobre los intelectuales, la cual emplearé para reflexionar sobre aquellos intelectuales cuyo objeto de atención profesional primordial es aquel texto normativo que llamamos Constitución. Aquí me concentraré en identificar aquello que la concepción gramsciana de hegemonía nos puede decir sobre la organización de la convivencia social. A mi juicio, a partir de las ideas de Gramsci es posible construir la idea de hegemonía como un determinado conjunto de relaciones de dominación y subalternidad económica, simbólica, crática y epistémica entre distintos grupos sociales. Los elementos que integran esta conceptualización están ligados entre sí a tal punto que se hace difícil explicarlos por separado. Dado que por algún lado hay que comenzar, lo haré en este caso por el final, por el último elemento, la idea de grupos sociales.

			Es urgente volver la mirada a la noción de grupos sociales por una razón coyuntural, si bien de alcance histórico: la consolidación global del neoliberalismo ha traido aparejada la consagración, como sentido común dominante, de una concepción sobre lo social radicalmente individualista, según la cual lo único que existe son los individuos. En palabras de Margaret Tatcher, «there is no such thing as society»; aquello que llamamos sociedad no existe. La representación de lo social como nada más que una multitud de individuos es, precisamente, una representación; no es la realidad en sí misma. Es, por ello, y en el sentido que explicaré más adelante, una ideología, que, debido a que niega la existencia de lo social y disuelve la sociedad en una multitud de individuos, puede ser calificada como una ideología individualista.2 El sentido político de esta ideología individualista queda muy claro en la filosofía política de Robert Nozick (1974): dado que la sociedad no existe, solo podemos caracterizar como justas o injustas las interacciones entre individuos. Es posible describir como injusto el hecho de que alguien defraude a otro o se apropie de lo suyo; pero no es posible calificar como justo o injusto el hecho de que un individuo tenga más que otro. El concepto de 'justicia social' es un equívoco, un oxímoron, pues no tiene sentido exigir que las posiciones de los individuos que coexisten en un ámbito espacio-temporal mentalmente demarcado (la comunidad política presente, las generaciones presentes y futuras, los habitantes del norte global y del sur global) mantengan entre sí patrones distributivos que satisfagan concepciones normativas construidas al margen y de antemano a las interacciones que voluntariamente hayan realizado dichos individuos. Friedrich Hayek (1989) proclama, llevando a su conclusión la negación de lo social, que la idea de justicia social es un «espejismo», una confusión, o un «atavismo», literalmente un resabio de la época de las cavernas. Por ello, para esta perspectiva, todo mecanismo de redistribución, es decir, toda sustracción que la autoridad haga de los recursos de algunos individuos para reasignárselos a otros, es un acto de injusticia. Aquel a quien se le han sustraído recursos se encuentra en una situación semejante a la esclavitud; como dice Nozick (op. cit., 169), la tributación equivale al trabajo forzado. Aquel a quien se le han transferido recursos, en tanto, ha sido beneficiado, para decirlo en términos jurídicos, por un enriquecimiento sin causa. En ambos casos, se trata de una injusticia.

			Nozick, que está interesado en las consecuencias de largo plazo de las interacciones entre individuos,3 debiese haber tenido suficiente sensitividad sociológica como para percibir que, en la realidad social, de estas interacciones surgen patrones interaccionales estables que contribuyen a definir las características de los individuos mismos, así como sus identidades y agrupamientos sociales. Cada interacción entre individuos influencia las interacciones futuras que ocurran no solo entre estos mismos individuos, sino también con otros individuos, ya que cada interacción influye en el bienestar material, el poder, el estatus, las expectativas y las capacidades con que cada individuo se aproxima a nuevas interacciones. De esta manera, estas interacciones producen ciertas regularidades, ciertas formas de vivir, actuar, pensar, que se refuerzan mutuamente entre sí; 'posiciones' sociales que, debido a su prevalencia a nivel social, pueden ser identificadas y descritas por el analista mediante estrategias cuantitativas y cualitativas. Algunas de estas 'posiciones' sociales permiten que el individuo se 'reconozca' a sí mismo en ellas; son una fuente de la cual el individuo extrae su identidad, su sentido del yo, y en esa definición se reconoce como equivalente a otros individuos situados en una similar posición.

			¿Cómo se conforman estas 'posiciones' sociales? Gramsci apunta a un aspecto que, en la tradición marxista, juega un rol central en la conceptualización de la estructura social: lo ocupacional, el rol que cada quien ocupa en una determinada estructura productiva, su «función en el mundo productivo». Marx evidenció que los procesos productivos que satisfacen las necesidades humanas producen posiciones sociales o clases, cada una de las cuales corresponde a una específica función en el proceso productivo; en sus palabras, «la división del trabajo dentro de estas diferentes ramas [del proceso productivo] acarrea, a su vez, la formación de diversos sectores entre los individuos que cooperan en determinados trabajos» (Marx 2014, 17). Paradigmáticamente, en el caso del proceso productivo capitalista, Marx analizó la oposición o contraste entre la clase compuesta por quienes son dueños de los instrumentos empleados para la realización de las labores productivas, y la clase compuesta por quienes ofertan su fuerza de trabajo a cambio de un salario. Por supuesto, sería un error quedarse con la idea de que las clases son solo dos, burgueses y proletarios, y que constituyen categorías que agotan la diversidad de lo social en todo momento y en todo lugar. A fin de proceder con suficiente material empírico, el análisis de las clases existentes debe ser realizado de manera circunscrita a un espacio productivo situado en un determinado período de tiempo;4 en esas circunstancias, la identificación de las clases que componen la estructura productiva de una sociedad es una tarea perfectamente realizable por el cientista social.5 El análisis de las clases que componen una formación social es una posibilidad analítica tan válida, epistemológicamente hablando, como la identificación de los segmentos sociales en función de sus estrategias de consumo, análisis cotidianamente realizado por los estudios de mercadeo; o como el estudio de la estratificación por ingresos autónomos empleada por el Estado para el diseño y ejecución de sus políticas públicas. Nadie cuestiona la epistemología detrás de estas prácticas; que, en cambio, el análisis de clases característico de la tradición marxista sea mirado con escepticismo por algunos, tan solo habla de la clausura epistémica producida por los compromisos ideológicos de quien desestima tal forma de conocer lo social a fin de defender sutilmente el statu quo.

			¿Por qué lo ocupacional adquiere tal centralidad en el análisis que Marx hace de lo social? Desde luego, parte importante de la respuesta se encuentra en el hecho de que Marx considera, como una tesis de ciencia social, que la satisfacción de las necesidades humanas mediante procesos productivos tiene, efectivamente, importantísimas consecuencias sobre las formas organizativas que la sociedad adopte. De ahí que sea importante, para comprender las transformaciones históricas de lo social, comprender las transformaciones históricas de los procesos productivos, comprensión que Marx ofrece a través del materialismo histórico. Pero esto es tan solo parte de la respuesta; esto nos dice por qué el cientista social debe estar interesado en la relación entre lo productivo y lo social, pero no nos responde por qué el luchador social debe estar interesado en dicha relación.

			Desde esta segunda perspectiva, la respuesta solo puede ser que los procesos productivos existentes involucren, de manera más explícita o más sutil, formas de abuso u opresión. Y es precisamente esto lo que encontramos en la teoría del trabajo alienado de Marx, la que sostiene que la distinción entre capital y trabajo posibilita el extrañamiento o alienación del trabajador respecto de la actividad productiva misma y del producto de su trabajo. La teoría marxista sobre la alienación involucrada en la distinción capitalista entre capital y trabajo debiera ser materia de preocupación para todo aquel que considere el desarrollo humano o, en un lenguaje filosóficamente más clásico, la realización humana, como un objetivo valioso; ya que es precisamente tal desarrollo o realización lo que se ve impedido cuando las circunstancias que organizan el proceso productivo necesariamente privan de agencia, de capacidad de decisión, a algunos sujetos, específicamente a los trabajadores. Según Marx, cuando existe la separación entre la conducción del proceso productivo y su realización por parte del trabajador, para este la actividad productiva «no es la satisfacción de una necesidad, sino solamente un medio para satisfacer las necesidades fuera del trabajo»; el trabajador «solo se siente libre en sus funciones animales, en el comer, beber, engendrar, y todo lo más en aquello que toca a la habitación y al atavío, y en cambio en sus funciones humanas se siente como animal» (Marx 2001, 110). El trabajador no toma decisiones, tan solo las ejecuta. O, dicho en las palabras de un personaje de la película «12 Angry Men», el Jurado Nº 6, «Well, I’m not used to supposin'. I'm just a workin' man. My boss does all the supposin» («No estoy acostumbrado a suponer; soy tan solo un trabajador. Mi jefe hace todas las suposiciones»).

			En abstracto, podría pensarse que la crítica de Marx contra el trabajo en la economía capitalista tiene en mente las pobres condiciones laborales prevalecientes en la Europa de su época, y que su descripción no es aplicable a un mundo en que existen medidas de seguridad y de comodidad en el lugar de desempeño, jornadas adecuadas, y beneficios sociales. Por supuesto, sería necesario discutir que aquella sea efectivamente una descripción acertada del ambiente laboral contemporáneo, de cara al relajamiento de las protecciones laborales verificado durante las últimas décadas de neoliberalismo. Así y todo, y teniendo a la vista el párrafo anterior, hay que enfatizar que la crítica de Marx contenida en su teoría del trabajo alienado se dirige contra aquello que ocurre de forma necesaria allí donde exista una separación entre el sujeto que trabaja y la dirección de su trabajo; es decir, allí donde el trabajador no sea quien tiene en sus manos la conducción, ya sea individual o colectiva, de su propio proceso productivo. Allí donde exista subordinación, para ocupar un concepto propio de nuestro derecho laboral, allí existe dicha separación; y el trabajo ya no constituye una fuente de autorrealización, sino que de autorrenuncia, de sometimiento a la voluntad de otro en nuestra interacción con los objetos de nuestro trabajo. Este sometimiento o subordinación no es el resultado de alguna patología del sistema de producción capitalista, sino expresión de su racionalidad misma; pues en un proceso productivo donde hay una separación entre quien trabaja y quien dirige, el proceso mismo no está encaminado hacia el objetivo de lograr la realización del trabajador como ser humano, sino hacia el objetivo de maximizar el margen de ganancias del dueño de los factores de producción.

			Y, ¿por qué alguien podría desear o consentir someterse de tal forma a la voluntad de otro? La respuesta está en aquello que nuestro derecho laboral conceptualiza como la dependencia del trabajador; esto es, su fáctica necesidad material, el hecho de que para sobrevivir, para reproducir su propia existencia, el trabajador necesita de los ingresos que le son provistos por el capitalista a cambio de su fuerza de trabajo. Tal dependencia es evidente en el caso de actividades que o bien requieren poca o nula preparación, o reportan pocos ingresos y un bajo estatus social, o que no permiten al trabajador ejercer mayormente sus facultades intelectuales y su juicio. Y si bien ella es menos evidente en el caso de trabajadores que gozan de un mayor poder de negociación en el mercado debido a su preparación técnica o a la escasez de competidores, sigue estando presente, en la medida en que el trabajo desempeñado para el trabajador en cuestión no sea una alternativa espontáneamente preferida a la inactividad, sino una solución pragmática para las necesidades derivadas de la mantención de sus funciones vitales y la satisfacción de las aspiraciones sociales de sí mismo y de su núcleo familiar. Como dice Marx, la división del trabajo involucra que cada quien «se mueve en un determinado círculo exclusivo de actividades, que le viene impuesto y del que no puede salirse… si no quiere verse privado de los medios de vida» (Marx 2014, 27).

			Ahora bien, la asignación de funciones o roles en el proceso productivo no se realiza en el vacío, ni tampoco de manera azarosa; lo que tampoco significa que ella sea habitualmente realizada tomando en consideración talentos o aptitudes, por así decirlo, naturales o innatas. Intervienen en esta asignación otros elementos de carácter, podríamos decir, sociocultural: en la estratificación social producida por la organización del proceso productivo –la división social del trabajo– intervienen otras categorías sociales, los así llamados atributos adscritos, tales como el género, la orientación sexual, la identidad de género, la etnia o raza, el estatus de nacional o migrante, la capacidad física, la salud mental, la edad, entre otros.6 En torno a cada atributo adscriptivo existe una o más parejas de términos opuestos: hombre/mujer, homo/hetero, cisgénero/transgénero, blanco/moreno, nacional/inmigrante, personas con movilidad autónoma/personas con movilidad reducida, adulto/niño, adulto/anciano, entre otros binomios. En abstracto, estos binomios podrían ser sencillamente concebidos como formas inocuas de diferenciación; pero en contextos de dominación y subalternidad, estos binomios permiten la construcción de estereotipos que atribuyen propiedades positivas a una determinada categoría y propiedades negativas a la categoría opuesta. En consecuencia, estas parejas de términos adscriptivos funcionan como factores de privilegio y de desventaja, que influyen decisivamente en las capacidades y expectativas con que cada individuo se aproxima al proceso productivo. Y, a su vez, el proceso productivo produce sus propias estratificaciones (patrón/trabajador, trabajador intelectual/trabajador manual, mano de obra calificada/mano de obra no calificada, empleado/desempleado, autosuficiente/dependiente, rico/pobre), las que a menudo se distribuyen recurriendo a las diferenciaciones adscriptivas recién señaladas.

			Entre estas fuentes de diferenciación adscriptiva y la estratificación propia del proceso productivo capitalista, que separa al trabajo de la propiedad de los medios de producción, se despliegan dinámicas de superposición y reforzamiento mutuo; la división social del trabajo es, también, una división sexual, racial, etárea, y así sucesivamente, de este. Como ha observado Immanuel Wallerstein (1988, 15), si bien las diferenciaciones adscriptivas no son un invento de las sociedades capitalistas, ellas sí han producido algo distintivo, una «correlación entre división del trabajo y valoración del trabajo» que asigna mayor 'valor', tanto económico como simbólico, a ciertos tipos de trabajos hechos por hombres, adultos, física y mentalmente autovalentes, y asigna un menor 'valor' o, en ocasiones, niega todo 'valor' a las labores productivas o conducentes a la producción realizadas por mujeres, personas descendientes de pueblos esclavizados o colonizados, jóvenes o ancianos.

			Lo dicho hasta aquí nos da una cierta idea sobre lo que implican las ideas de dominación y subalternidad. Aquí tan solo es posible dar una definición de estos términos puramente formal, abstracta; una comprensión más detallada debiera atender a la especificidad que caracteriza a casos concretos de dominación y subalternidad, especificidad que derivará de los medios a través de los cuales ellas se realicen en el caso de relaciones sociales definidas entre individuos determinados. En ausencia de un contexto específico, tan solo podemos dibujar las nociones de dominación y subalternidad como posiciones vinculadas entre sí por relaciones jerárquicas; por ello, son posiciones que coexisten excluyéndose mutuamente. Dominación y subalternidad son, entonces, otra pareja de términos asimétricos, de opuestos definicionalmente complementarios, cada uno de los cuales encuentra su definición en que no es el otro término. Por ello, estos términos opuestos involucran a su vez otro concepto, un tercero excluido, la comunidad de iguales, que evoca la idea de la inexistencia de posiciones de dominación y de subalternidad. Los medios a través de los cuales la dominación y la subalternidad se realizan son el privilegio y la desventaja material, simbólica, crática y epistémica, que permiten a algunos situarse en una posición dominante y sitúa a otros en posiciones subalternas respecto de ellos. La idea de dominación debe recibir una caracterización preliminar a partir de la idea del señor, el domine, cuyo bienestar material y cuyo prestigio le confiere validez social a sus saberes y creencias, y le permite lograr la obediencia de otros situados en posiciones de inferioridad respecto de él, sus subalternos. Como se ve, esto no es sino otra forma de decir que la clase dominante es la clase hegemónica; aquella que, en una determinada correlación históricamente determinada de fuerzas sociales, se sitúa en la posición de mayor prestigio debido a la importancia, dentro de la estructura social, de su función productiva u ocupacional.

			Desde luego, las complejidades de la estructura social hacen que la impecable lógica aristotélica que define en principio la dominación y la subalternidad –nada puede ser y no ser al mismo tiempo y respecto de la misma circunstancia– sufra considerables tensiones al momento de intentar describir las posiciones que cada quien ocupa en el plano social. Los estudiosos de la discriminación han elaborado la noción de interseccionalidad para denominar el hecho de que en ciertas categorías de personas confluyen múltiples causas de desventaja, como ocurre paradigmáticamente con las mujeres de clase trabajadora pertenecientes a razas o etnias históricamente oprimidas. Pero hay casos en los cuales, confluyen simultáneamente en un grupo factores de privilegio y de desventaja; en estos casos, puede resultar imposible sostener en abstracto quién estará en una posición, por así decirlo, más subalterna. Por ejemplo, será muy relevante el contexto para determinar si una mujer profesional heterosexual está en una posición privilegiada o desfavorecida respecto de un hombre gay de clase trabajadora. Este entrecruzamiento dificulta, si es que no imposibilita, poder construir índices lineales, 'escalafones' unidireccionales de la dominación y la subordinación. Asimismo, esta realidad puede generar discrepancias entre análisis de carácter marxista y análisis anclados en la teorización de formas específicas de desventaja, como el análisis de género o la teoría queer,7 respecto a cómo explicar la distribución del privilegio y la desventaja en la estructura social. Como ya he sugerido, a mi juicio es necesario hacer confluir estas perspectivas pues solo de su utilización concurrente puede resultar una comprensión coherente y comprehensiva de las jerarquías efectivamente existentes en un mundo que es simultáneamente capitalista, colonialista y patriarcal.

			Pasemos ahora a discutir las categorías a las que he recurrido para conceptualizar la encarnación de la dominación y la subalternidad: lo económico, lo simbólico, lo crático y lo epistémico. Ellas están ya sugeridas en la conceptualización que Gramsci hace de la hegemonía como un asunto en el que están simultáneamente involucradas la función que un grupo dominante cumple «en el mundo de la producción económica», el «prestigio» que aquel grupo deriva de dicha función, y el rol que sus intelectuales desempeñan en administrar el «aparato de coerción» y en organizar el «consenso» en torno a la misma. Adicionalmente, mi categorización recibe inspiración de la distinción de Pierre Bourdieu (2001) entre capital financiero, capital simbólico, capital social y capital cultural; así como en la discusión de Nancy Fraser (2009) de la justicia como un asunto que abarca el reconocimiento, la redistribución y la representación. Si bien las categorizaciones de estos pensadores están insertas en distintas tradiciones intelectuales, todas ellas evidencian un esfuerzo por concebir de manera plural el objeto de interés de una teoría sobre las jerarquías sociales.

			Las categorías que ofrezco buscan conceptualizar de manera holística las dimensiones que paradigmáticamente expresan, encarnan y posibilitan la jerarquía social. El desafío al construir una categorización de este tipo, propia de aquello que Weber llamó la sociología interpretativa, es tanto conceptual como terminológico. Es decir, el desafío involucra construir conceptos que satisfagan de manera sistemática y comprehensiva el interés clasificatorio perseguido, respetando el principio de parsimonia que exige no incluir en la matriz conceptual elementos redundantes o innecesarios; y el emplear, en la elaboración de la categorización, términos cuyas connotaciones semánticas faciliten la comprensión del concepto así construido. En este caso, estas categorías debieran, al mismo tiempo, diferenciar entre sí de manera razonablemente precisa los fenómenos distinguidos con términos distintos, así como evidenciar las interrelaciones que se producen entre ellos.

			Concibo a cada una de estas categorías de manera amplia y flexible. Lo económico tiene que ver tanto con las relaciones sociales que emanan directamente de las funciones productivas que un individuo desempeña, así como con el bienestar material que dicha actividad le reporta a su unidad familiar. Lo simbólico tiene que ver con el estatus que cada quien detenta en virtud de sus actividades ocupacionales (o la carencia de ellas, ya sea por precariedad o por opulencia), sus atributos ascriptivos, y su posición dentro de un determinado núcleo familiar. Lo crático expresa la posibilidad que cada quien efectivamente goza de que su voluntad sea respetada espontáneamente por otros individuos y respaldada, en última instancia, por la coerción estatal.8 En el plano del cratos se encuentra, entonces, la capacidad fáctica que quien detenta un poder informal tiene de lograr la obediencia de otros, así como la posibilidad de recurrir a instituciones formales (derechos; procedimientos judiciales o administrativos para hacerlos efectivos; órganos que aseguran eficacia a dichos procedimientos) con el mismo propósito. Lo epistémico consiste en aquellos saberes, tanto teóricos como prácticos, que cada quien adquiere en virtud de su lugar en la sociedad, así como en la posición que se detente como productor válido de información, opiniones, creencias y todo tipo de formas de comunicación. La episteme, en consecuencia, toma múltiples formas: es tanto el sentido común prevaleciente en un momento determinado, como los saberes institucionalizados en la forma de disciplinas que gozan de reconocimiento social, y también las aplicaciones prácticas de esos saberes; es tanto las categorías socialmente compartidas que los integrantes de la sociedad emplean para comprender la realidad, como los productos culturales que expresan ese imaginario, y las aplicaciones que los individuos hacen de él.

			Estas categorías también son útiles para clasificar las múltiples formas que adopta el abuso. En el plano económico se encuentran, entre otros, la explotación y la privación de medios para la autosustentación, la pobreza; en el plano simbólico, la producción de estereotipos estigmatizantes y de estereotipos que esencializan la identidad de un grupo; en el plano epistémico, la denegación de la condición de productor de información relevante y de saberes y conocimientos válidos; en el plano crático, la privación de la posibilidad de participar de la toma de decisiones que afectan las propias condiciones de vida, tanto en la cotidianeidad como en la configuración histórica de las metas colectivas que el Estado debe asegurarse de alcanzar en nombre de la comunidad política toda. Como se ve, la categoría de la dominación como una denominación general de la jerarquía social reconduce todas las demás formas de abuso al plano crático, al plano político lato sensu; a la jerarquía de jerarquías, aquel tipo de jerarquía que determina, en última instancia, las condiciones de posibilidad de la jerarquía y del abuso en todos los demás ámbitos.

			El estudio de la encarnación de las categorías de lo económico, lo simbólico, lo crático y lo epistémico en determinadas relaciones de dominación y subalternidad debe ser hecho en relación a casos concretos situados en contextos específicos; única manera de formular lo que el antropólogo Clifford Geertz (1992) llamaría una «descripción densa» de las mismas. Lo que sí puede resultar de interés en este nivel de abstracción es el particular tipo de relación que se da entre lo crático y lo epistémico en la dimensión de lo ideológico.

			Que la ideología, en cuanto concepto, ha caído en desgracia en nuestra época supuestamente no ideológica, es un hecho ampliamente sabido. Que rescatarla de su exilio es una tarea imprescindible para cualquier esfuerzo intelectual de carácter crítico debiera también resultar evidente. Así y todo, nuestra aproximación a la misma noción de ideología debe ser cuidadosa, intentando evitar las trampas que la rodean. A mi juicio, la pregunta ontológica –«¿Qué es la ideología?»– debe ser reformulada de manera funcionalista: ¿qué hace la ideología? Incluso más, podemos darle un énfasis, si se quiere, antropológico: ¿qué necesidades humanas satisface? Quisiera sugerir que lo que la ideología hace es justificar arreglos sociales específicos, suturando la esencial apertura de lo social, su radical contingencia. Es decir, ante el hecho de que lo social admite infinitas formas de organización –lo que a nivel macro-social abarcan desde las bandas de cazadores-recolectores hasta las complejas sociedades capitalistas, y a nivel micro-social incluye innumerables formas de organizar aspectos específicos de la vida humana como la sexualidad, la alimentación, la entretención, o la búsqueda de sentido, entre otros–, la ideología provee, a quienes están comprometidos existencialmente con un arreglo social concreto, de razones para valorar, apreciar, y sentir como propio el arreglo social concreto existente en un aquí y un ahora, incluso al punto de presentarlo como el único aceptable de entre la infinidad de arreglos posibles. La ideología es el anclaje epistémico de lo existente.

			Eso nos permite reformular la pregunta ontológica; en lugar de preguntarnos qué es la ideología, resulta más fructífero preguntarnos cuál es el soporte de la ideología, aquello que cumple la función legitimadora. La respuesta es que prácticamente toda acción u objeto puede cumplir dicha labor: rituales y abstracciones conceptuales; intercambio de favores y provisión de bienes o servicios; trazados urbanos y obras arquitectónicas; vestimentas, denominaciones y títulos, y todo tipo de insignias del poder. El punto es que, tarde o temprano, estos «artefactos» ideológicos han de ser recepcionados en el lenguaje; han de ser interpretados discursivamente. La representación discursiva de los elementos que justifican un específico arreglo social es el artefacto ideológico por excelencia. La ideología, entonces, puede ser muchas cosas; pero es, ante todo y por sobre todo, una práctica discursiva explicativa y justificatoria. Es episteme de implicancias cráticas.

			Esta concepción de ideología se distingue de aquella que ha sido considerada como la noción dominante en la tradición marxista (Eagleton 1991, 3), según la cual la ideología es 'falsa conciencia', distorsión, mistificación. El sentido común neoliberal, por su parte, ha popularizado el uso del término ideología para denominar mentalidades 'rígidas', 'irreflexivas', insensibles a la evidencia empírica y al sentido común, utilización que es particularmente empleada para caracterizar formas de pensar sobre lo político percibidas como 'extremistas' desde el imaginario 'centrista' liberal. Ambos casos nos presentan una comprensión de lo ideológico como algo epistémicamente deficitario, una representación distorsionada de las cosas. Pero el sustento epistemológico de esta conceptualización es débil, pues presupone que quien califica como distorsionada o falsa la cognición de otro lo hace desde una posición que le permite contrastar aquella cognición directamente con la realidad, con las cosas tal como son en sí. Y, como nos previno Kant (2009), la cognición de las cosas en sí nos está vedada; median entre nosotros y ellas no solo nuestras determinaciones cognitivas de carácter biológico (Maturana y Varela 1984), sino también la necesidad de reconstruir lingüísticamente nuestras percepciones de manera que hagan sentido, a través de los aparatos conceptuales que nos han sido provistos por nuestra cultura y nuestra experiencia (Goffman 2006), y que permiten que nuestra percepción sensorial de lo que nos rodea sea algo más que una «floreciente confusión de zumbidos» (James 1890, 488).

			Por esto, caracterizar a la ideología en principio como falsa cognición, o lo que es lo mismo, caracterizarla como falsa cognición por razones cognitivas, es epistemológicamente insostenible. ¿Significa esto que debemos aislar a la ideología de todo cuestionamiento específicamente epistémico, y limitarnos a mirar el campo ideológico con una cierta indiferencia, como un espacio de conflicto entre ideologías indiferenciables entre sí en términos de su capacidad explicativa de la realidad? Me parece que ello no es así, y que la clave para comprender las posibilidades de la crítica epistémica de la ideología está en vincularla de manera explícita con la crítica crática, con la crítica de la hegemonía.

			Esto me permite volver a la conceptualización que he ofrecido de la noción de ideología. He dicho que ella consiste en una praxis legitimatoria. Por ello, es posible imaginar un arreglo social específico donde el campo de lo ideológico esté poblado únicamente por artefactos y aserciones, si se quiere, hegemónicos, en el sentido de que su sola función sea legitimar lo existente, lo positivo, el conjunto concreto de relaciones de dominación y subordinación. Tal es, de hecho, la forma en que desde el discurso de la modernidad se tiende a presentar a las sociedades 'premodernas': como sociedades cohesionadas por relatos mitológicos o religiosos que proveían de una ideología oficial e incuestionada al arreglo social respectivo. Pero ya en un orden social de este tipo, la ideología cumple una función de crítica; en este caso, una crítica comprometida con la hegemonía local, y dirigida contra las desviaciones que se apartan de los modelos de vida promovidos por la ideología oficial. En la sociedad 'moderna', en cambio, la imaginación ideológica se ve liberada; la ideología puede no solo justificar arreglos sociales existentes, sino también justificar la necesidad de adoptar arreglos sociales distintos. La ideología, entonces, puede adoptar la forma de una crítica de la hegemonía existente, y de un alegato a favor de reorganizaciones de lo social que deriven en nuevos y distintos arreglos entre dominantes y subalternos; tal crítica, en su nivel propiamente utópico, puede llegar incluso a abogar por la disolución futura de las categorías de dominación y subalternidad y su reemplazo por una comunidad de iguales.

			Me parece necesario, en consecuencia, distinguir entre ideologías cuyo efecto es reforzar las relaciones de dominación socialmente existentes, esto es, ideologías hegemónicas, e ideologías que cuestionan dichas relaciones de dominación y buscan su supresión, es decir, ideologías contrahegemónicas. A partir de esta distinción es posible construir una plataforma crática para una crítica epistémica de la ideología hegemónica; pues la mayor parte del tiempo, la estratégica ideológica hegemónica por excelencia será combinar una cierta selectividad en la representación del arreglo social respectivo –el que es presentado exclusivamente bajo su mejor luz, mientras aquello que le juega en contra es ocultado debajo de la alfombra– con una cierta 'naturalización' del arreglo social, el que es presentado explícita o implícitamente como la única forma correcta de hacer las cosas. La ideología hegemónica, en consecuencia, lleva a cabo una clausura epistémica en quienes suscriben a ella; produce puntos ciegos que protegen arreglos sociales determinados a fin de solidificar la hegemonía que ellos encarnan. En esa tarea desempeñan una labor particularmente importante los operadores epistémicos de la sociedad en cuestión, quienes comparecen en la esfera pública para discutir los grandes problemas sociales; sus intelectuales. Ya habrá oportunidad más adelante de regresar a esta categoría. 

			Por último, es importante agregar que la noción de hegemonía tiene un carácter eminentemente histórico, en tanto que aspira a delimitar o identificar un momento específico en la historia de las relaciones sociales. Si bien, en toda sociedad ha existido algún arreglo social producido en el marco de relaciones de fuerza social entre los integrantes del grupo humano, ninguna hegemonía ha sido, históricamente hablando, eterna; la configuración del poder en toda sociedad se transforma de la mano de las transformaciones económicas, culturales, tecnológicas y políticas. La sola mención de los factores que inciden en dichas transformaciones evidencia que este devenir depende tanto de circunstancias estructurales, ajenas a la voluntad de los integrantes de la sociedad, como de la capacidad de los mismos de tomar su destino en sus propias manos; estructuras y agencia, fortuna y virtù. Ahora, ¿qué forma toma la agencia, la capacidad humana de llevar a cabo los propios designios? Para describir tal proceso emplearé el concepto de la lucha por el reconocimiento.

			La conceptualización de esta noción en la filosofía idealista alemana proviene de G.W.F. Hegel. Según observa Honneth (1997, 20), en la concepción de lo social de Hegel confluyen la tradición comunitaria, propia de la antigüedad y expresada en la obra de Platón y Aristóteles, con la filosofía del autointerés, surgida en la modernidad y capturada paradigmáticamente en la obra de Maquiavelo y Hobbes. De ahí que Hegel sea capaz de dar origen a una concepción que evidencia la importancia del conflicto en la constitución misma de lo social. Esta concepción se expresa con particular importancia en una de sus contribuciones teóricas más recordadas, la dialéctica de la dominación y la servidumbre (Herrschaft und Knechtschaft). Hegel aborda estas nociones produciendo, por así decirlo, una metafísica de la historicidad; su propósito no es describir la manera en que ha transcurrido la realidad histórica, sino que emplear la realidad histórica para descubrir lo que en ella ha habido de necesario. En el caso de la lucha por el reconocimiento, que da lugar a la dialéctica entre el señor (Herr) y el siervo (Knecht), Hegel (2010, 257) identifica dicha necesareidad en el hecho de que cada «naturaleza autónoma universal» o autoconciencia «es en y para sí en tanto que, y por el hecho de que sea en y para sí para otro; es decir, solo es en cuanto que algo reconocido». Dicho en términos más actuales, la intersubjetividad, el reconocimiento encontrado en un otro, consiste en el medio a través del cual se constituye el yo. Pero Hegel comprende este reconocimiento como algo que debe, necesariamente, provenir del encuentro conflictivo con el otro; en sus palabras: «la relación de estas dos autoconciencias está, pues, determinada de tal manera que ellas –se ponen a prueba– a sí mismas y a la otra por medio de la lucha a vida o muerte. Tienen que entrar en esta lucha, pues la certeza de sí mismas, de –ser para sí–, tienen que elevarla a verdad en la otra y en ellas mismas. Y es solo poniendo la vida en ello como se pone a prueba y se acredita que, a la autoconciencia, el ser no le es esencia» (Hegel 2010, 261). 

			Solo poniéndose a prueba a través de dicha lucha, el yo se constituye a sí mismo, dejando el reino de lo definido a priori, de lo esencial, para entrar en el reino de la autonomía; de la autodefinición.

			Marx retoma estas nociones para darles un significado histórico; «allí donde termina la especulación, en la vida real, comienza también la ciencia real y positiva, la exposición de la acción práctica, del proceso práctico de desarrollo de los hombres», afirman Marx y Engels en La Ideología Alemana (2014, 22). Dominación y servidumbre adquieren el carácter de categorías que pueden comprobarse «por la vía puramente empírica», pues permiten acercarnos al conocimiento de «los individuos reales, su acción y sus condiciones materiales de vida, tanto aquellas con que se han encontrado como las engendradas por su propia acción» (Marx y Engels 2014, 16). La lucha por el reconocimiento se transforma en un hecho histórico, producido por la existencia de grupos sociales cuyas posiciones en la estructura productiva les enfrenta sistemáticamente. «La historia de toda sociedad hasta nuestros días no ha sido sino la historia de las luchas de clases», afirma rotundamente el Manifiesto Comunista (Marx y Engels 2000, 25). Marx sigue ofreciendo una de las conceptualizaciones más clarificadoras de lo que representa esta lucha para el devenir institucional y, correlativamente, lo que está en juego en ella, institucionalmente hablando; en sus palabras, «todas las luchas que se libran dentro del Estado, la lucha entre la democracia, la aristocracia y la monarquía, la lucha por el derecho de sufragio, etc., no son sino las formas ilusorias bajo las que se ventilan las luchas reales entre las diversas clases» (op cit., 28). Esta observación debe ser mantenida en mente por el lector al pensar tanto en el proceso constituyente que dio origen a la Constitución de 1980, y que será analizado en el Capítulo II, como en el proceso constituyente en curso, el que será tematizado en el Capítulo III: ambos procesos no son sino manifestaciones concretas, aunque articuladas en el lenguaje del derecho, de la lucha entre las clases que componen la sociedad chilena.

			No está de más señalar que el concepto de lucha por el reconocimiento ha experimentado un resurgimiento en la filosofía social contemporánea. Uno de los agentes de dicho resurgimiento, Charles Taylor, ha entendido tal concepto fundamentalmente como expresión de la «política de la diferencia»; es decir, como la demanda por el reconocimiento de «la identidad única de este individuo o este grupo, el hecho de que es distinto de todos los demás» (Taylor 1993, 61), concepción que ha venido en la época contemporánea a cuestionar y, en algunos casos, reemplazar la idea de la dignidad igualitaria de raigambre ilustrada. Para Taylor, la demanda por el reconocimiento es algo, por sobre todo, identitario; cultural. Por su parte, Axel Honneth ha realizado una detallada elucidación del mismo concepto combinando la matriz filosófica hegeliana con los aportes de la sociología y la psicología, particularmente a través de la obra de George Herbert Mead. El esfuerzo de Honneth de realizar una «fenomenología empírica» de la denegación y el otorgamiento de reconocimiento proporciona una valiosa reivindicación del valor de la acción colectiva, la cual no solo es «un medio práctico de reivindicar para el futuro un modelo ampliado de reconocimiento» sino que también produce un contexto de solidaridad dentro del grupo mismo «que hace que los miembros lleguen entre sí a una especie de valoración recíproca» (Honneth 1997, 198). Honneth llega al punto de proponer el reconocimiento como «la categoría moral fundamental, omnicomprensiva, tratando a la distribución como algo derivativo», lo que le lleva a reinterpretar «el ideal socialista de la redistribución como una subvariedad de la lucha por el reconocimiento» (Honneth y Fraser 2001, 2-3).9 

			Volvamos por un momento a la distinción entre clase en sí y clase para sí o, como he llamado a esta última, agente colectivo. ¿Qué posibilita que un conjunto de individuos adquiera la capacidad de actuar colectivamente, que se constituya como una clase para sí? Según Honneth, ello depende parcialmente de las circunstancias que rodean la acción social; en sus palabras, «que el potencial cognitivo contenido en los sentimientos de vergüenza social se convierta en una convicción moral y política, depende empíricamente ante todo de cómo está constituido el entorno político-cultural de los sujetos concernidos: solamente si ya está listo el medio de articulación de un movimiento social, la experiencia del menosprecio puede devenir fuente motivacional de acciones de resistencia política» (Honneth 1997, 169). De ahí que Honneth advierta contra el peligro de que, al adoptar como criterio inspirador la existencia de movimientos sociales, la teoría social crítica termine ignorando el «sufrimiento social» y la injusticia «que, debido al efecto filtrador de la esfera pública burguesa, no han todavía alcanzado el nivel de la tematización y la organización políticas» (Honneth y Fraser 2001, 116). De todas formas, la anterior observación de Honneth pareciera enfatizar la estructura por sobre la agencia, la fortuna por sobre la virtù; pareciera ser que, para él, el desencadenamiento de los procesos que llevan a la constitución de un agente colectivo depende más de las circunstancias con que los individuos «se encuentran directamente, que existen y les han sido legadas por el pasado» que de su decisión de hacer «su propia historia» (Marx 2003, 10). No quisiera caer en el voluntarismo de afirmar aquí que lo contrario es la regla, y que el puro designio de construir un agente colectivo sea suficiente para alcanzar tal objetivo; evidentemente, el punto adecuado está en algún lugar intermedio que reconozca la necesidad de comprender las circunstancias históricas a fin de poder intervenir en ellas, lugar intermedio que solamente puede ser aprehendido in situ, en la coyuntura misma.

			Es importante enfatizar, por último, que el proceso de transformación de un grupo en agente colectivo a través de la lucha por el reconocimiento lo puede atravesar cualquier grupo, cualquiera sea el criterio que define su interés común y su posición en las jerarquías sociales. Desde luego, puede ser un proceso de constitución colectiva emprendido por el sujeto habitual del análisis marxista, la clase trabajadora; pero también puede ser un proceso que abarque a grupos más concretos, como los habitantes de un determinado sector de la ciudad, o de grupos más amplios aún, como la mujer en cuanto categoría históricamente producida. Por otro lado, el análisis marxista tenderá a enfatizar que quienes están en mejores condiciones para experimentar este proceso de adquisición de conciencia colectiva y de constitución como sujeto histórico son precisamente las clases dominantes, que cuentan con amplios recursos económicos, simbólicos, cráticos y epistémicos para dar ese paso.

			Constitución normativa, constitución política y 

			constitución social

			Habiendo ya abordado el concepto de hegemonía, ha llegado el momento de que avancemos hacia el segundo elemento que compone nuestro ámbito de interés: lo constitucional.

			Habitualmente, los académicos que dedican su actividad intelectual al estudio de esta materia realizan una distinción fundamental, al interior de los contenidos constitucionales, entre la 'parte dogmática' y la 'parte orgánica' de la Constitución. Mientras la primera correspondería a la regulación de los derechos y libertades de que gozan los integrantes de la comunidad respectiva, junto a los grandes principios que guían la acción estatal contenidos, en el caso chileno, en el capítulo de Bases de la Institucionalidad de la Constitución, la segunda consistiría en la regulación de los órganos y procedimientos que permiten ejercer el poder político. Ahora bien, nadie ha logrado determinar el sentido político de esta clásica distinción con tanta claridad como Carl Schmitt: mientras la 'parte dogmática' corresponde a lo que él denomina como principio de distribución, en virtud del cual «la esfera de libertad del individuo se supone como un dato anterior al Estado, quedando la libertad del individuo ilimitada en principio, mientras que la facultad del Estado para invadirla es limitada en principio», la 'parte orgánica' está estructurada por lo que el mismo autor llama principio de organización, el cual «sirve para poner en práctica ese principio de distribución: el poder del Estado (limitado en principio) se divide y se encierra en un sistema de competencias circunscritas» (Schmitt 2003, 138). Por ello, Schmitt afirma que «la moderna Constitución del Estado burgués de Derecho se corresponde en sus principios con el ideal de Constitución del individualismo burgués», el que contiene «una decisión en el sentido de la libertad burguesa: libertad personal, propiedad privada, libertad de contratación, libertad de industria y comercio, etc.» (ibíd., 137). Dicho en los términos que he venido usando aquí, son las élites económicas quienes promueven, porque se benefician de ella, un concepto de la Constitución que restringe al mínimo la intervención estatal.

			En consecuencia, la distinción entre parte orgánica y parte dogmática, tal como ella es comprendida clásicamente por el derecho constitucional, no nos sirve aquí para enmarcar nuestra discusión; ella consiste en una petición de principios, un esfuerzo de parte del liberalismo por jugar con las cartas marcadas.10 Esta distinción favorece una constitucionalización conceptual del laissez faire, facilitando la producción de una clausura epistemológica que naturalice la primacía del mercado por sobre la acción colectiva institucionalizada. Necesitamos superar esa clausura a través de conceptualizaciones de lo constitucional que evidencien qué está en juego, en la realidad de la hegemonía, al configurar de una u otra manera los contenidos constitucionales. A fin de lograr tal objetivo, propongo aquí distinguir entre lo que denominaré constitución social, constitución política y constitución normativa.

			En cuanto a sus contenidos, aquello que denomino como constitución social guarda una cierta semejanza con la idea clásica de la parte dogmática, pues ella comprende muchas de las titularidades contenidas en el catálogo de derechos constitucionales, así como varios de los principios que guían el actuar estatal; por ejemplo, en tal situación se encontraría el principio de subsidiaridad que, según algunos, se anida en alguna parte del artículo 1º de la Constitución Política de la República.  La diferencia estriba en que lo que para la noción de parte dogmática es una afirmación ('la función de los derechos es restringir la intervención estatal'), para la noción de constitución social es una pregunta: ¿cómo incide la configuración de lo constitucional en el conflicto social? Nótese que esta pregunta tiene dos supuestos. El primero, que la configuración de los derechos no es algo obvio. El discurso de los derechos que proviene de la Ilustración, y que se encarna en el siglo XIX en el liberalismo, se caracteriza por, al decir de la Declaración de Independencia de Estados Unidos, presentar «estas verdades» –los derechos– como «evidentes». Pero, como sabe cualquiera que tenga un mínimo conocimiento de la historia de los derechos constitucionales, ni siquiera dentro del ámbito occidental han mantenido los derechos constitucionales una continuidad histórica significativa. Sus contornos, contenidos, e incluso la determinación misma de qué es un derecho constitucional, ha cambiado históricamente al fragor del conflicto social. El segundo supuesto está relacionado con esta última afirmación; consiste en sostener que la configuración de los derechos importa socialmente, que ella afecta la correlación de las fuerzas sociales que se articulan en torno a una hegemonía. No es lo mismo, por ejemplo, proteger constitucionalmente un derecho al trabajo que pueda derivar en limitaciones al despido, a proteger una libertad de trabajo que pueda llevar a prohibir la exigencia de sindicalización como requisito para la realización de ciertas labores. No es lo mismo garantizar, como lo hacía la Constitución de 1833, la «inviolabilidad de todas las propiedades», que establecer, como lo hizo la reforma constitucional de 1967, el deber del legislador de propender «a la conveniente distribución de la propiedad». Cada una de estas distintas configuraciones de los contenidos constitucionales invita a distintas formas de acción institucional frente a los conflictos sociales que dan su específico contenido a la hegemonía en vigor.

			Una diferencia adicional entre el concepto de parte dogmática de la Constitución y la idea de constitución social consiste en que, al estar esta última interesada en determinar los efectos de los contenidos constitucionales en la realidad del conflicto social, entonces no restringe su cobertura únicamente a aquello que se entiende jurídicamente como constitucional; esto es, al texto normativo definido formalmente en virtud de su diferenciación con el resto del sistema jurídico. La constitución social incluye importantes definiciones sobre las condiciones de posibilidad del conflicto social contenidos en otras fuentes normativas. Por ejemplo, en un sistema jurídico como el norteamericano, donde juega un importantísimo rol la jurisprudencia de los tribunales superiores, evidentemente forman parte de la constitución social las numerosas sentencias que la Corte Suprema ha pronunciado sobre materias tales como la discriminación positiva o el derecho de los trabajadores a sindicalizarse. Asimismo, en el caso de nuestro sistema jurídico, donde importantes definiciones jurídicas sobre las titularidades con que cuentan los distintos grupos sociales son realizadas por el legislador, forman parte de la constitución social reglas contenidas, por ejemplo, en el Código del Trabajo (reglas sobre quién es trabajador y cómo negocia colectivamente), la legislación tributaria y comercial (el estatuto del empresario), o incluso el Código Penal (la interdicción de la autonomía reproductiva de la mujer).

			Por ello, la constitución social excede, en su ámbito de cobertura, lo que está contenido en aquello que denominaré como la constitución normativa; es decir, aquello que se entiende como propiamente constitucional de acuerdo a las reglas del sistema jurídico. En nuestro caso, la constitución normativa corresponde a los 129 artículos permanentes y 27 disposiciones transitorias que comprende aquel documento conocido como Constitución Política de la República, así como todas aquellas modificaciones que se lleguen a introducir a dicho documento mediante los procedimientos contenidos en el mismo. Aquí aparece con claridad la necesidad de distinguir entre, en este caso, constitución social y constitución normativa: pues de la confusión entre una y otra surge el peligro de que la demanda por un nuevo arreglo social, que es en estricto rigor una demanda por una nueva constitución social, se entienda satisfecha –más explícitamente: que las élites entiendan que ha sido satisfecha– meramente mediante la dictación de una nueva constitución normativa; una Constitución de, por ejemplo, 2018, que no lleve la firma de Pinochet ni la memoria de Guzmán pero que siga siendo una constitución social de las élites.

			La constitución política, por su parte, se asemeja a la parte orgánica de la teoría constitucional clásica, con la salvedad de que, al igual que la constitución social, no prejuzga sobre el sentido político que debe tener la configuración de los órganos y procedimientos estatales. Y, al igual que la constitución social, la constitución política comprende objetos que están situados más allá de los confines de la constitución normativa; por ejemplo, y paradigmáticamente, la definición del sistema electoral, que durante dos décadas y media estuvo radicada en la Ley Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinio. Pero hay un adicional sentido en el que la constitución política se disocia o diferencia de la noción de parte orgánica; pues evidentemente forman parte de la constitución política muchos elementos que la teoría constitucional clásica imputa a la parte dogmática, incluyendo la definición de los requisitos y atributos de la ciudadanía, o los derechos y libertades de participación política contenidos en el catálogo de derechos.

			Es importante señalar, en todo caso, que los contenidos de la constitución política y de la constitución social se superponen en varios puntos. Las reglas electorales, por ejemplo, inciden en la capacidad de los distintos grupos sociales de llegar a los espacios formales de poder político; así ocurre con las normas del artículo 23 y 57 Nº 7, que impiden a dirigentes sociales el desempeñar la función parlamentaria. Más importantes en la realidad del conflicto social y de la competencia, en todo caso, son las reglas sobre financiamiento de partidos políticos y de campañas electorales. Permitir el gasto privado en política, al punto de permitir incluso el financiamiento proveniente de empresas, consiste al fin y al cabo en nada más que en garantizar el derecho de los ricos a copar el espacio político, financiando a sus partidos y sus candidatos.

			La constitución política y la constitución social, en definitiva, corresponden al contenido de la constitución normativa. La coincidencia no es absoluta; estas tres constituciones son como tres conjuntos que se superponen en parte, pero no totalmente. La exposición de sus zonas de superposición podría ser realizada a través de diagramas de Venn que identificaran qué reglas contenidas en la constitución normativa corresponden a la constitución social, a la constitución política, o a ambas, y qué elementos pertenecientes a estas últimas dos nociones están situados fuera de la constitución normativa. Ahora, más allá de la posibilidad de clasificar los contenidos en uno u otro conjunto, lo interesante es cómo tales o cuales contenidos llegan a estar incluidos en ellos. La respuesta se encuentra, como tendremos oportunidad de estudiar en el Capítulo II, en las luchas sociales libradas históricamente. La constitucionalización de contenidos permite a los grupos sociales codificar la memoria de las luchas que ha dado para constituirse como agente colectivo. Tal codificación es ideológicamente significativa, pues implica simultáneamente construir una episteme que refleje la cosmovisión del grupo y producir un cratos que defienda sus intereses. Las grandes declaraciones de derechos proclamadas al calor de las luchas contra el Ancien Régime son precisamente eso, una codificación de la lucha de la burguesía contra el feudalismo. Ya veremos más adelante que la Constitución Política de la República, la Constitución de 1980, es también un registro documental, un testimonio escrito en clave jurídica, de los procesos de conflicto social a través de los cuales se constituyeron las nuevas élites neoliberales, y de los pactos intraelitarios que constituyeron a las élites políticas de la Transición al clausurar durante dos décadas y media toda discusión de la legitimidad de lo constitucional.

			Se abre aquí una posibilidad interpretativa para entender el rol que los documentos de derecho público (constituciones redactadas ex novo, y reformas a las mismas; sentencias judiciales que marquen un antes y un después, y leyes de significación histórica; y, cada vez más, la negociación y ratificación de tratados y otros documentos de derecho internacional) pueden jugar en el decurso de las luchas concretas entre clases. Estos documentos de derecho público pueden servir como actos constituyentes en un doble sentido. Por un lado, como actos que constituyen a un determinado sujeto colectivo al darle protección a aquellos intereses que resultan vitales para su existencia como tal. Por el otro, como actos que constituyen al orden político, estableciendo nuevas formas de convivencia social, nuevos arreglos entre clases, demarcando sus triunfos y derrotas y las transformaciones que ellas produzcan en la hegemonía.

			Entonces, en la Constitución de un determinado Estado encontraremos a menudo registros de las luchas que llevaron a la constitución de los agentes colectivos que efectivamente tienen capacidad de incidir en la configuración de las instituciones en una determinada unidad política. De ahí que cobren importancia las circunstancias sociales concretas en que se discute la textualidad y los contenidos de la Constitución; ellas nos permiten juzgar la significación política de que determinados contenidos estén constitucionalmente reconocidos y protegidos, y nos proveen de un contexto para enjuiciar los silencios de una Constitución que no reconozca los intereses de determinados grupos sociales.

			Por ello, por ejemplo, es políticamente significativa la discusión de si una eventual nueva Constitución –esto es, una nueva constitución normativa– reconozca 'derechos sociales', tales como el derecho a la educación, a la salud o a la seguridad social. Esta no es una discusión meramente bienestarista, es decir, una discusión sobre la cantidad de prestaciones estatales a que el ciudadano pueda acceder; es, más bien, una discusión sobre si en el Chile del siglo XXI, nuevas clases sociales podrán inscribir sus intereses en la Constitución, adquiriendo con ello uno de los marcadores que revelan un proceso exitoso de transformación en agentes colectivos.

			Esto sitúa en su significación política las tesis de quienes han sostenido que una nueva Constitución Política debe ser hecha con 'goma de borrar' más que con 'lápiz'; que su objetivo debe ser producir una Constitución 'mínima', de 'techo abierto', no 'sobrecargada ideológicamente', ni mucho menos 'revanchista'. Estas recomendaciones buscan hacer gala de una imposible imparcialidad política; se hace necesario recordarles que «el Estado de Derecho, pese a toda la juridicidad y normatividad, sigue siendo un Estado, y contiene siempre un otro elemento específicamente político», por lo cual «no hay ninguna Constitución que sea, puramente y sin residuo, un sistema de normas jurídicas» (Schmitt 2003, 137). Es más: incluso si la nueva constitución normativa logra expulsar de su seno las decisiones fundamentales sobre lo social y sobre lo político, aun así en algún rincón del ordenamiento jurídico –en el Código del Trabajo, en el Código de Comercio, en el Código Penal– estarán contenidas materialmente la constitución social y la constitución política. No hay cómo escapar a la necesidad colectiva de producir una decisión; ni tampoco de tomar, frente a aquella que sea tomada, una posición.
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